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Resumen 
En materia disciplinaria, el artículo 
173 de la Ley 836 de 2003 señala un 
procedimiento abreviado el cual debe 
ser observado con base en 
determinadas circunstancias 
establecidas en la ley.  El propósito 
de la investigación es identificar 
algunos elementos para realizar una 
valoración de la prueba dentro de 
dicho procedimiento toda vez así 
como el desarrollo que ha tenido el 
Régimen Disciplinario de las Fuerzas 
Militares, el cual genera para el 
procedimiento abreviado otros 
elementos y principios en los cuales 
se puede apoyar la administración. 
 
Palabras Clave: 
Procedimiento abreviado, principios 
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proceso. 
 
Abstract 
In disciplinary matters, Article 173 of 
Law 836 of 2003 points to a summary 
procedure which must be observed 
based on certain circumstances 
specified in the law. The purpose of 
the research is to identify some 
elements for an assessment of the 
evidence in this procedure since as 
well as the development that has 
taken the Disciplinary System of the 
Armed Forces, which generates 
abbreviated procedure for other 
elements and principles which can 
support the administration. 
 
 
 
Key Words: 
Expedited Procedure, guiding 
principles, military, due process. 
 
INTRODUCCIÓN 
 
Las Fuerzas Militares están 
integradas por el Ejército, la Armada 
y la Fuerza Aérea, y de acuerdo con 
el artículo 217 de la Constitución 
Política les corresponde como función 
especial, la defensa de la soberanía, 
la independencia, la integridad del 
territorio nacional y del orden 
constitucional. El mismo canon 
constitucional consagra que será la 
ley la que regulará el régimen 
especial disciplinario que los debe 
regir. 
 
En el año 2003 se expidió por parte 
del Congreso de la República, la Ley 
836 de 2003 –Reglamento de 
Régimen Disciplinario para las 
Fuerzas Militares–, la que 
nuevamente incorpora los aspectos 
sustanciales y procesales. Sobre esta 
normatividad, que es la que se 
encuentra vigente actualmente, la 
Corte en dos pronunciamientos 
recientes de los años 2004 y 2005, 
recordó que no es contrario a la 
Constitución que los militares puedan 
estar sujetos a un régimen procesal 
general, pero explicó que ello no 
significa que aquéllos no puedan 
contar con un régimen procesal 
especial, dada la libertad de 
configuración que tiene el legislador. 
Específicamente se indicó en la 
Sentencia C- 431 de 2004: 
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“…No obstante, esta especialidad del 
régimen disciplinario de los militares 
no impide que también estén sujetos 
a las normas del régimen disciplinario 
general de los servidores del 
Estado…” 
 
“La jurisprudencia también ha hecho 
énfasis en que lo esencial del 
régimen especial es su aspecto 
sustancial - es decir el catálogo de 
faltas y sanciones especiales 
aplicables sólo a las Fuerza Militares- 
y no el aspecto procesal - es decir las 
normas rituales para hacer efectiva la 
responsabilidad disciplinaria -, 
aspecto este último que puede 
regularse por las normas generales 
del procedimiento disciplinario...”1. 
 
En la Sentencia C-1079/05 que 
declaró exequibles los artículos 74 a 
92 de la Ley 836 de 2003, se 
puntualizó lo siguiente: 
 
“…la única diferencia que realmente 
debe existir como imperativo 
constitucional entre el régimen 
especial previsto para los miembros 
de las fuerzas militares y el común de 
los demás servidores públicos, se 
encuentra primordialmente en la 
descripción de las conductas 
constitutivas de falta disciplinaria y en 
el catálogo de sanciones a imponer, 
pues lo que en esencia justifica la 
dualidad de ordenamientos 
disciplinarios es la imposibilidad 
fáctica y jurídica de identificar las 
funciones que están llamados a 
cumplir los citados servidores del 
Estado. De igual manera, los citados 
regímenes se distinguen por el hecho 
                                            
1
 Corte Constitucional.  Sentencia C431 de 
2004. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra 
de someter a los miembros de las 
fuerzas militares a unas reglas 
especiales de sujeción de naturaleza 
sustancial, cuyo ámbito de aplicación 
tiene lugar en las dos 
manifestaciones de jerarquía 
constitucionalmente reconocidas, 
esto es, tanto militar como 
administrativa (C.P. arts. 91 y 123). 
Por lo anterior, en sentencias C-310 
de 1997, C-620 de 1998, C-713 de 
2001 y C-431 de 2004, esta 
Corporación concluyó que es 
perfectamente posible que el 
legislador fije una regulación común 
en lo que se refiere al procedimiento 
que debe seguirse para la aplicación 
de tales sanciones, sin que por eso 
se entienda afectado el régimen 
especial previsto en la Constitución a 
favor de las fuerzas militares. 
 
…De todas maneras, si el legislador 
considera viable establecer no sólo 
diferencias en cuanto al alcance de 
las normas sustantivas, sino también 
en relación con el procedimiento 
señalado para llevar a cabo la función 
disciplinaria, no por ello es posible 
argumentar la existencia de una 
irregularidad que afecte la 
constitucionalidad de los preceptos 
legales que así lo consagren, ya que 
el reconocimiento de un régimen 
disciplinario especial le otorga 
competencia per se al legislador para 
crear, regular y delimitar infracciones 
y sanciones disciplinarias por fuera 
del régimen común, y para prever 
procedimientos o trámites específicos 
que garanticen su efectiva 
imposición. Así lo reconoció esta 
Corporación en la citada sentencia C-
310 de 1997, a partir de la pretensión 
formulada por el demandante 
consistente en la eliminación legal del 
régimen especial reconocido en 
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materia disciplinaria para las fuerzas 
militares”2. 
 
De lo anterior se concluye que si bien 
es cierto la jurisprudencia 
constitucional partió del 
reconocimiento de la facultad del 
legislador para establecer regímenes 
especiales disciplinarios aplicables a 
los miembros de la Fuerza Pública 
(Fuerzas Militares y Policía Nacional), 
basándose en el fundamento 
constitucional de los artículos 217 y 
218 de la Carta Magna, entendiendo 
que este régimen como tal era 
comprensivo tanto de la tipificación 
de las faltas, las sanciones, los 
funcionarios competentes y el 
procedimiento respectivo, la verdad 
es que desde 1997, con ocasión de la 
vigencia del Código Único 
Disciplinario dieron pábulo a la 
aplicación de este procedimiento 
único para los militares sin que con 
ello se violara a su juicio la 
Constitución. 
 
Con este mismo enfoque 
jurisprudencial, la Corte 
Constitucional sostuvo la vigencia del 
Decreto 1797, en cuanto al aspecto 
sustantivo pero estimó 
inconstitucional la parte 
procedimental allí contenida, no sólo 
con el argumento anterior sino con el 
relativo al origen de la reforma en 
tanto este procedimiento no podía 
serlo como consecuencia de un 
decreto expedido con facultades 
extraordinarias. 
 
Ahora, la Ley 836 de 2003, expedida 
por el Congreso de la República, no 
ofrece esta dificultad en su origen y 
                                            
2
 Corte Constitucional.  Sentencia C-1079 de 
2005.  M.P. Rodrigo Escobar Gil 
por consiguiente, a nuestro juicio, 
emerge su validez como estatuto 
especial comprensivo tanto de la 
parte sustancial como procedimental. 
 
Lo cierto, en todo caso, es que la 
Corte Constitucional en la sentencia 
C-1079 de 2005 precisó que la 
consagración de un régimen 
procedimental especial para las 
Fuerzas Militares es perfectamente 
válido y no se opone a la 
Constitución, por derivarse de la 
facultad de libre configuración 
legislativa que tiene el Congreso. 
 
Previo a realizar un análisis del tema 
que nos concierne, es pertinente 
describir cual es el procedimiento que 
permitirá validar la prueba dentro del 
proceso abreviado en la Ley 836 de 
2003.  Para concretar esta actividad 
de adecuación típica, tratándose de 
Fuerzas Militares, deben tenerse en 
cuenta los siguientes parámetros: i) 
Determinar si son actos del servicio. 
Lo primero es determinar si se trata 
de actos del servicio o relacionados 
con este, o sí constituyen hechos que 
trascienden o son ajenos a la función 
pública. ii) Verificar en qué falta se 
acomoda la conducta. El catálogo de 
las faltas está expresamente 
consagrado en los artículos 58, 59 y 
60 de la Ley 836 de 2003, por lo que 
necesariamente debe explicarse a 
cuál de las faltas concretas se 
adecua el comportamiento militar 
censurable, explicando el porqué de 
ello y en qué condiciones se 
incumplieron los deberes funcionales, 
esto es, de qué modo. No es 
necesario en el Régimen Disciplinario 
Militar, fundamentar la calificación de 
la gravedad de la falta, en tanto ya 
vienen precalificadas como 
Gravísimas, Graves y Leves, de 
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acuerdo al numeral que se 
seleccione. iii) Cuando se impute 
extralimitación funcional debe 
indicarse además del numeral y 
artículo que consagra la falta, qué 
disposiciones quebrantó el servidor 
de las Fuerzas Militares para que su 
conducta se considere constitutiva de 
vía de hecho, arbitraria y/o 
extralimitada. iv) Cuando se atribuyan 
como faltas las establecidas en el 
numeral 30 del artículo 58 y en el 
numeral 41 del artículo 59 de la Ley 
836 de 2003, por realizar 
objetivamente una descripción típica 
de un delito, tiene que precisarse qué 
tipo penal es el que es aplicable a la 
situación del autor y explicar por qué 
objetivamente ha incurrido en este 
bajo la modalidad culposa o dolosa. 
No es necesario que exista 
prejudicialidad. v) Por cada conducta 
sólo debe inferirse una falta y no una 
multiplicidad de ellas, pues ello 
contraría el derecho de defensa y 
hace inespecífica la imputación de los 
cargos. vi) Debe hacerse 
comparación de las distintas normas 
sustantivas que han regulado la 
conducta disciplinaria de los militares 
durante los últimos tiempos, teniendo 
en cuenta la fecha de ocurrencia de 
la conducta, para aplicar, si es 
preciso, el principio de favorabilidad. 
 
EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
DISCIPLINARIO 
 
El proceso abrevado es un 
procedimiento especial creado por el 
legislador para imprimirle mayor 
celeridad al trámite de los procesos 
disciplinarios; por ello concibió esta 
herramienta legal y dinámica que 
permitiera dar respuesta oportuna a 
la sociedad cuando aún el eco de los 
efectos de la conducta irregular 
resuena en la ciudadanía.  
 
Este fue el criterio que inspiró este 
procedimiento; empero, es un 
procedimiento informado de todas las 
garantías inherentes a la persona 
humana que podrá terminar con 
sanción, siempre que obre en el 
proceso prueba que conduzca a la 
certeza respecto de la existencia de 
la falta y de la responsabilidad del 
investigado3; en caso contrario, se 
impone la absolución del procesado. 
 
Observemos pues la reglamentación 
que en tratándose del procedimiento 
verbal realizó el legislador en la Ley 
836 de 2003. 
 
1. Eventos en que se debe 
adelantar el procedimiento 
abreviado4 
 
1.1.- En los casos en que el sujeto 
disciplinable sea sorprendido en el 
momento de la comisión de la falta o 
con elementos, efectos o 
instrumentos que provengan de la 
ejecución de la conducta (flagrancia)  
1.2.- Cuando la falta sea leve5. 
 
Así las cosas, el funcionario de 
conocimiento deberá sustentar, lo 
suficientemente motivada, por cuál de 
estas causales o eventos se adoptará 
este procedimiento, señalando 
inequívocamente que su convocatoria 
se compadece específicamente con 
una cualquiera de las eventualidades 
del artículo 173 de la Ley 836 de 
2003. 
                                            
3
 Así lo pregona el artículo 153 de la Ley 836 
de 2003. 
4
 Art. 173 de la Ley 836 de 2003. 
5
 Art. 60 de la Ley 836 de 2003. 
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2. Del procedimiento 
 
2.1. Requerimiento de Informe Escrito 
 
Establecida la procedencia o 
aplicación de este procedimiento, 
cuando el superior con atribuciones 
disciplinarias tenga motivos para 
considerar que posiblemente se ha 
incurrido en una falta disciplinaria 
leve que requiere sanción para 
encauzar la disciplina militar o haya 
sorprendido en flagrancia al presunto 
infractor, procederá a requerir por 
escrito un informe del presunto 
responsable, sobre los hechos 
respectivos indicándole las normas 
presuntamente infringidas le hará 
saber los derechos que le asisten y le 
impondrá un plazo máximo de dos (2) 
días para que rinda por escrito los 
descargos respectivos. Habida 
cuenta se considera que este 
requerimiento se asemeja al pliego 
acusatorio, debe surtirse la 
notificación personalmente, conforme 
lo estipula el artículo 173 ibídem.   
 
2.2. Pruebas 
 
Recibida la respuesta al 
requerimiento se procederá, mediante 
auto a resolver sobre las pruebas 
solicitadas o se decretarán las que de 
oficio se consideren necesarias. 
 
La notificación de este auto se hará 
personalmente y contra él sólo 
procederá el recurso de reposición 
que se interpondrá y resolverá 
inmediatamente. Las pruebas se 
practicarán dentro de un plazo 
improrrogable de tres (3) días, 
vencido este término se emitirá el 
fallo motivado y en forma escrita, la 
notificación se hará según las 
disposiciones de este reglamento. 
Contra el fallo proferido sólo 
procederá el recurso de reposición 
que se interpondrá y sustentará en la 
notificación o por escrito dentro de los 
dos (2) días siguientes y se resolverá 
en un plazo máximo de dos (2) días. 
 
Con lo actuado se conformará el 
expediente disciplinario. 
 
CONSIDERACIONES 
PRELIMINARES SOBRE LAS 
PRUEBAS  
EN LOS PROCESOS 
DISCIPLINARIOS MILITARES 
 
Este estudio tiene por objeto 
examinar las normas que regulan el 
régimen de pruebas y su valoración 
en materia disciplinaria militar, y de 
manera especial, en el procedimiento 
abreviado. 
 
De considerarse el derecho 
disciplinario de naturaleza 
administrativa, cabría asegurar que 
las pruebas en estos procesos, 
además de regularse por las normas 
que al respecto trae la ley 
disciplinaria, se regirían, en lo que 
resultara necesario, por las 
disposiciones del Código Contencioso 
Administrativo.  Lo anterior, sin 
embargo, es parcialmente cierto, en 
la medida en que el propio Código 
Disciplinario Militar establece en su 
artículo 155 que las pruebas se 
practicarán conforme lo disponga el 
Código de Procedimiento Penal y de 
Procedimiento Civil.  Su práctica y 
valoración se regularán por lo 
consagrado en los mismos. 
 
Por otro lado, es necesario tomar en 
cuenta las disposiciones que trae la 
propia ley disciplinaria, y como lo dice 
está en su artículo 155, los medios de 
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prueba no previstos en ella se 
practicarán conforme lo regulen otros 
estatutos. 
 
Por ello se hace indispensable revisar 
el procedimiento disciplinario 
contenido en la ley 734 de 2002, 
actualmente vigente, lo mismo que 
las normas del Código de 
Procedimiento Penal, para establecer 
cuáles son las pruebas que deben 
tomarse en cuenta en el proceso 
disciplinario y la forma como deben 
practicarse. En cuanto al 
procedimiento penal, las normas por 
considerar son las establecidas en la 
ley 600 de 2000. 
 
Respecto de las pruebas que no 
figuran en la ley disciplinaria, dada la 
remisión especial hecha a la ley 
procesal penal, deben practicarse 
conforme aparezca en este estatuto, 
y aquellas otras que no se 
encuentren en esta ley procesal se 
practicarán según las leyes que las 
regulen, siguiendo las reglas de 
remisión señaladas en el artículo 21 
de la ley 734 de 2002 y en la ley 600 
de 2000. 
 
Es de precisar que esta última 
establece en la parte final de su 
artículo 233 que las pruebas no 
previstas en dicha ley procesal se 
practicarán de acuerdo con las 
disposiciones que regulen medios 
semejantes o según el prudente juicio 
del funcionario que debe recaudarlas, 
respetando siempre los derechos 
fundamentales, siendo del caso 
remitirse, inicialmente, al Código 
Contencioso Administrativo y 
seguidamente al de Procedimiento 
Civil, y cuando corresponda, a otros 
estatutos donde se regulen las que 
no aparezcan en estas leyes.  Así las 
cosas, resulta más que obligado 
tratar de precisar cuáles regula la ley 
disciplinaria, cuáles la procesal penal 
y cuáles otras deben recaudarse 
conforme se disponga en otras leyes. 
 
Es de advertir que este es un estudio 
preliminar y que el análisis se 
concentrará en los medios de prueba 
y en su práctica, relacionados en la 
ley disciplinaria y en la procesal 
penal. Otros medios de prueba que 
figuran en la ley procesal civil solo 
serán  mencionados, sin profundizar 
en su estudio. 
 
Tampoco se ahonda en esta 
oportunidad en las pruebas que se 
pueden recaudar en ejercicio de 
funciones de policía judicial, por 
constituir este un campo 
especializado, cuyas facultades 
recaen sobre un grupo específico de 
funcionarios, siendo importante 
destacar la trascendencia de las 
pruebas que pueden recaudarse por 
este medio. 
 
1. Consideraciones generales 
 
La ley 836 de 2003 establece en sus 
artículos 152 a 159  lo relativo al 
Régimen Disciplinario de las Fuerzas 
Militares. Se consignan allí aspectos 
generales respecto a la necesidad y 
carga de la prueba, a los medios de 
prueba que pueden hacerse valer, a 
la libertad que existe para aproximar 
al proceso todas las pruebas que 
pueden servir para demostrar o 
desvirtuar los hechos cuestionados, a 
su conducencia, pertinencia y 
necesidad y causales por las que se 
pueden negar las que han sido 
pedidas por el investigado o su 
apoderado. 
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Se autoriza también la práctica de 
pruebas, por medio de funcionario 
comisionado, lo atinente a pruebas 
que deben practicarse en el exterior, 
lo que tiene que ver con la prueba 
trasladada, el apoyo técnico que 
puede requerirse para la práctica de 
algunas de ellas, la oportunidad que 
se tiene para controvertirlas, la 
prueba que debe tenerse por 
inexistente, la apreciación integral 
que debe hacerse de las pruebas 
recaudadas y la exigencia, para 
proferir un fallo sancionador, de que 
exista prueba que conduzca a la 
certeza sobre la existencia de la falta 
y respecto a la responsabilidad del 
investigado. 
 
Estas son, en apretada síntesis, las 
normas que sobre pruebas trae este 
capítulo del RDFM, lo cual lleva a 
decir que existe un régimen en 
materia de pruebas en la ley 
disciplinaria, el cual puede ser 
insuficiente, pero en todo caso debe 
ser tenido en cuenta. Es necesario 
señalar que por fuera de este capítulo 
existe un buen número de 
disposiciones en la ley disciplinaria 
que se refieren al tema probatorio. 
 
Examinadas estas normas, se 
encuentra que regulan básicamente 
lo referente a procedimientos para 
acercar las pruebas a los procesos y 
consagran ciertos principios que las 
rigen, pero nada dicen sobre ellas ni 
acerca de la manera de recaudarlas, 
razón por la que resulta claramente 
entendible la remisión que se hace al 
Código de Procedimiento Penal y 
Procedimiento Civil, en especial para 
determinar la forma de practicarlas.  
Visto el tema desde otra perspectiva, 
se puede decir que la totalidad de la 
ley disciplinaria se relaciona con el 
tema probatorio, en la medida en que 
se trata de establecer la actuación 
que se endilga a un servidor público y 
la responsabilidad que le puede caber 
por la ejecución de un hecho que la 
ley cataloga de irregular, de donde 
deriva una conducta que puede 
constituir falta disciplinaria, debiendo 
precisarse que la responsabilidad 
exige igualmente de prueba, máxime 
cuando el actuar de una persona 
proviene de una manifestación de su 
fuero interno, el cual solo se puede 
establecer por expresiones o 
manifestaciones externas, o por la 
incidencia o el efecto que producen 
en el entorno. 
 
El régimen disciplinario militar 
comprende el trámite que se debe 
seguir para establecer los hechos y 
las causas que han dado lugar a una 
infracción disciplinaria, y respecto de 
los móviles o las circunstancias que 
han originado la actuación del 
funcionario cuestionado, de donde 
deriva una conducta que puede ser 
objeto de sanción, procedimiento que 
se debe seguir en su integridad y a 
plenitud, como parte del debido 
proceso y del derecho de defensa del 
investigado, a través del cual se 
puede tomar una decisión, lo que no 
es factible si no se cuenta con las 
pruebas indicadas, las que deben 
haber sido recaudadas según ciertas 
ritualidades y dentro de determinadas 
etapas, para que puedan tener la 
validez que les concede la ley. 
 
Es un hecho que, sin pruebas o con 
unas mal recolectadas, no es posible 
tomar una decisión acertada. De allí 
la importancia de este tema. 
 
La Ley 836 de 2003 trae un título 
especial sobre pruebas, el VIII, que 
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comprende los artículos 152 al 159, 
por lo que es necesario dar un vistazo 
a estas disposiciones para precisar lo 
que allí se regula al respecto. 
También cabe señalar que en la ley 
figura un buen número de 
disposiciones que se refieren al tema 
probatorio. 
 
En otros artículos, 97, 98, 109, 121, 
161, 168, 179 y 189, de igual manera, 
señalan los principios que rigen las 
pruebas en materia disciplinaria, los 
momentos a partir de los cuales 
pueden aproximarse al proceso y 
respecto de ciertas condiciones que 
estas deben atender, situaciones que 
se rigen en principio por lo que sobre 
el particular trae esa ley.   
 
Los procedimientos que se deben 
seguir para recaudar las pruebas, lo 
mismo que para controvertirlas, no 
están regulados en la ley disciplinaria, 
siendo necesario remitirse a las 
normas y procedimientos que regulan 
estas actuaciones en el código 
procesal penal, y cuando se trate de 
pruebas que tampoco figuren en esta 
última ley es necesario recaudarlas 
según esté previsto en otros 
estatutos. 
 
En esas condiciones, lo primero que 
se debe determinar es si se trata de 
pruebas previstas en la ley 
disciplinaria o en la ley procesal 
penal, en cuyo caso, en ambos 
eventos, deben practicarse según las 
reglas del Código de Procedimiento 
Penal.  Si se trata de pruebas que no 
aparecen en la ley procesal penal 
sino en otros estatutos, como el 
Código Contencioso Administrativo o 
el de Procedimiento Civil, se deben 
practicar conforme en ellos se 
estipule, lo cual debe decidirse para 
cada evento en concreto, 
dependiendo del tipo de prueba de 
que se trate.  Cabe observar que el 
artículo 130 del CDU relaciona como 
pruebas, únicamente, la confesión, el 
testimonio, la inspección o visita 
especial, la peritación y los 
documentos, lo mismo que hace 
mención de los indicios. 
 
Ante esto, procede preguntar si solo 
pueden acopiarse las que enumera 
esta disposición, o si, por el contrario, 
procede la práctica de otras, y en tal 
caso, cuáles.  Se puede precisar, 
según lo dice ese mismo artículo 130, 
que procede la práctica de todos 
aquellos medios de prueba que 
regulen otros ordenamientos, los que 
se recaudarán en la forma en que se 
disponga en esas leyes. 
 
En cuanto tiene lo que ver con 
pruebas que no figuran en la ley 
disciplinaria ni en la procesal penal, 
por virtud del artículo 21 del CDU, se 
hace necesario remitirse en primera 
instancia al Código Contencioso 
Administrativo, a la parte que regula 
las actuaciones administrativas y la 
vía gubernativa, apareciendo allí el 
artículo 34, que establece que 
durante la actuación administrativa se 
pueden pedir y practicar pruebas y 
allegar informaciones, sin necesidad 
de cumplir requisitos o términos 
especiales, de oficio o a petición del 
interesado. 
 
Esta disposición debe verse en 
concordancia con el artículo 57 de 
ese mismo código, que regula las 
pruebas en la etapa gubernativa, 
donde se consagra que son 
admisibles todos los medios de 
prueba señalados en el Código de 
Procedimiento Civil.  De acuerdo con 
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esto, se debe precisar que en esta 
parte del Código Contencioso no 
figuran normas relativas a la práctica 
de pruebas, lo que conduce 
finalmente a señalar que el recaudo 
de las que no menciona el citado 
artículo 130 del CDU, que a su vez no 
aparezcan reguladas en la ley 
procesal penal, deben practicarse 
conforme lo regule el Código de 
Procedimiento Civil, al reenviar el 
Código Contencioso Administrativo a 
este último estatuto. 
 
Tratándose de pruebas cuya práctica 
está prevista al mismo tiempo en los 
Códigos de Procedimiento Penal y 
Civil, se debe decir, dada la remisión 
expresa de la ley disciplinaria al 
Código de Procedimiento Penal, que 
se impone preferir tal estatuto y solo 
se podrá optar por las disposiciones 
del Código Procesal Civil cuando se 
trate de pruebas que figuren 
únicamente en este último. 
 
Resumiendo, en lo que tiene que ver 
con las pruebas que en materia 
disciplinaria se pueden allegar al 
expediente, deben seguirse, en su 
orden, las previsiones de la ley 836 
de 2003. En lo no previsto en ellas, 
se aplican las disposiciones del 
Código de Procedimiento Penal, y lo 
que estas no regulen, lo que 
disponga el Código de Procedimiento 
Civil. 
 
Para su práctica, se deben observar 
las normas del Código de 
Procedimiento Penal y, respecto de 
aquellas pruebas que no hayan sido 
contempladas en la ley procesal 
penal, cabe aplicar las regulaciones 
del código procesal civil, tomando en 
cuenta que en materia de pruebas el 
Código Contencioso Administrativo se 
remite al Código de Procedimiento 
Civil.   
 
2. Principios Rectores   
 
Se debe iniciar este acápite haciendo 
mención del artículo 29 
constitucional, norma inherente a las 
actuaciones disciplinarias, donde se 
consagran como principios esenciales 
del debido proceso, entre otros, los 
de legalidad, competencia, tipicidad, 
favorabilidad y derecho de defensa. 
Es de mencionar como aspecto 
central de este artículo su inciso final, 
según el cual es nula de pleno 
derecho la prueba obtenida con 
violación del debido proceso. 
 
Resulta esencial al proceso, 
igualmente, el principio de 
contradicción consagrado en este 
artículo 29 constitucional, lo mismo 
que en varias disposiciones de la ley 
disciplinaria, entre las que pueden 
mencionarse los artículos 91, 92, 98 
(donde figura implícito el derecho de 
controvertir las pruebas que se 
practiquen fuera de la sede del 
funcionario investigador) y 124, que 
refieren la posibilidad que les cabe a 
los sujetos procesales de controvertir 
las pruebas. 
 
Debe contemplarse asimismo como 
principio esencial del régimen 
disciplinario y en particular en lo que 
hace relación a las pruebas, el de 
publicidad, de rango constitucional, 
previsto en el referido artículo 29, el 
cual está en consonancia con el 
artículo 97 del RDFM, donde se 
consigna que los sujetos procesales 
podrán controvertir las pruebas a 
partir del momento en que tengan 
acceso a la actuación disciplinaria, 
disposición que trae consigo la 
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facultad de acceder a todos los 
elementos de juicio y pruebas que 
obren en el expediente, desde 
cuando se inicie la actuación. 
 
Cabe hacer varias anotaciones a este 
respecto: 1. No pueden hacerse valer 
pruebas que no obren en el 
expediente, ni las que provengan del 
conocimiento personal del instructor. 
2. Las pruebas que por disposición 
legal tengan carácter reservado 
pueden mantener tal condición, para 
cuyo efecto deben conservarse en 
cuaderno o actuación separada. 3. 
No obstante esto, no se puede negar 
su acceso al investigado ni a su 
apoderado. 4. Esto debe verse en 
consonancia con el artículo 124 del 
RDFM, donde figura como facultad de 
los sujetos procesales y entre estos, 
lógicamente del investigado, la de 
solicitar, aportar y controvertir las 
pruebas. 
 
Constituye principio también en 
materia probatoria, el de lealtad 
procesal, que se desprende 
igualmente del susodicho artículo 29 
constitucional, donde figura que el 
investigado tiene derecho a un debido 
proceso, por lo que deben ponerse en 
su conocimiento los hechos que se le 
imputan, las faltas que se le atribuyen 
como consecuencia de esos hechos y 
las pruebas que se tienen o las que 
se van a recaudar para demostrar 
tales circunstancias. Esta lealtad se 
exige igualmente del investigado y de 
su apoderado.  En la parte atinente al 
régimen probatorio, cabe mencionar 
así mismo la oportunidad de las 
actuaciones y procedimientos, el 
cumplimiento de las etapas y 
términos procesales, y uno que 
puede verse como principal, cual es 
el del impulso oficioso del proceso 
por parte del funcionario instructor, 
dentro del cual tiene la facultad de 
decretar y practicar las pruebas que 
estime indicadas para establecer los 
hechos cuestionados y la conducta 
endilgada al investigado. 
 
En concordancia con los anteriores, 
figura el principio de la doble 
instancia, previsto en el artículo 31 de 
la Constitución, sin perjuicio de 
aquellos eventos en que la ley 
consagre una sola, el cual cobra 
particular importancia frente a la 
negativa para decretar y practicar 
pruebas que han sido pedidas por el 
investigado o su apoderado, al prever 
el artículo 115 de la ley disciplinaria 
que contra el auto que niega las 
pruebas en la etapa de descargos 
procede recurso de apelación, lo que 
no se puede cumplir en los procesos 
de única instancia, como los que 
compete adelantar al Procurador 
General de la Nación, sin que por ello 
se pueda decir que hay violación de 
derechos constitucionales 
fundamentales, porque la Corte 
Constitucional admite que para 
ciertas y determinadas circunstancias 
el legislador puede consagrar una 
sola instancia. 
 
Dice también el artículo 107 de esta 
misma ley, según el cual debe 
investigarse tanto lo que sea 
favorable como lo que desfavorezca 
al investigado, con el objeto de 
encontrar la verdad real y material de 
los hechos cuestionados. 
 
A estos principios deben agregarse el 
de ilicitud sustancial, la presunción de 
inocencia que cobija al investigado, el 
del non bis in ídem, el de legalidad de 
las faltas y de las sanciones, el del 
funcionario competente, el de 
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reconocimiento de la dignidad 
humana, el de gratuidad de la 
actuación disciplinaria, el de celeridad 
de las actuaciones, el de cosa 
juzgada, el de favorabilidad, el de 
igualdad ante la ley disciplinaria, el de 
proporcionalidad, el de motivación de 
las decisiones, el de imparcialidad, el 
de razonabilidad, el de primacía de lo 
sustancial, el de inmediación, el de 
dirección del proceso por quien tiene 
la competencia y el de in dubio pro 
disciplinado. 
 
LA BÚSQUEDA DE LA VERDAD 
COMO FIN PRIMORDIAL  
DEL PROCESO DISCIPLINARIO 
 
Como toda investigación que se 
aborda, la sociedad requiere que 
cualquier averiguación culmine con 
una conclusión que muestre lo que 
realmente ocurrió, es decir, la 
búsqueda de la verdad material, 
trascendiendo una simple verdad 
formal o procesal. 
 
Tal afirmación hoy reviste vital 
importancia, pues cuando se trata de 
temas relacionados con derechos 
humanos, tratados bajo la órbita del 
derecho disciplinario, se requiere 
garantizar el derecho que tienen las 
víctimas de conocer la verdad real de 
los hechos objeto de investigación. 
 
Decir verdades formales o a medias 
no satisface los requerimientos de la 
comunidad, pues de esta manera se 
le puede estar conculcando a la 
sociedad y en especial a las víctimas, 
el derecho que le asiste de conocer la 
verdad material de las circunstancias 
que rodearon la ocurrencia de los 
hechos denunciados. 
 
Igual sucede cuando el derecho 
disciplinario se ocupa de buscar la 
verdad material frente a faltas 
disciplinarias de otro tipo, pues con 
ello se demuestra que el Estado 
siempre estará atento para reprimir 
las conductas reprochables en que 
incurren los servidores públicos, o los 
particulares que ejercen función 
pública, pues solo de esa manera la 
sociedad puede entender que los 
servidores públicos en quienes recae 
la confianza para el manejo de los 
destinos del Estado tienen límites que 
deben respetar, entendido como un 
límite que preserva y garantiza la 
prevalencia del interés general sobre 
el interés particular. 
 
El debido proceso 
 
Igualmente, la Corte Constitucional 
ha matizado el principio de legalidad 
en cuanto a su surgimiento y 
aplicabilidad, en diversos fallos lo 
hace reconducible al principio del 
debido proceso, a saber, en 
sentencia C 769-98 MP Dr. Antonio 
Barrera Carbonell establece: 
 
“El derecho al debido proceso 
reconocido por el art. 29 de la 
Constitución, consagra entre las 
garantías sustanciales y procesales 
que lo integran, el principio de 
legalidad, en virtud del cual le 
corresponde al legislador determinar 
las conductas o comportamientos que 
por atentar contra bienes jurídicos 
merecedores de protección son 
reprochables y, por lo tanto, objeto de 
sanciones. Es decir, que es función 
del legislador dentro de las 
competencias que se le han asignado 
para la conformación de la norma 
jurídica determinar o describir, en 
forma abstracta y objetiva, la 
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conducta constitutiva de la infracción 
penal o disciplinaria y señalar la 
correspondiente sanción”. 
 
Ello nos permite concluir que uno y 
otro concepto, es decir, el principio de 
legalidad y el debido proceso están 
estrechamente vinculados al 
momento de establecer una sanción 
sobre determinada conducta.  El 
debido proceso debe garantizar al 
principio de legalidad, pues en el 
proceso debe respetarse la inocencia 
de una persona si la conducta 
juzgada no se adecua a la norma 
sancionatoria (no hay pena sin ley 
previa); y en caso que se deba aplicar 
una sanción debe el debido proceso 
garantizar que la legalidad de la 
sanción se respete, aplicando la 
sanción correspondiente en la medida 
indicada para la norma sancionadora. 
 
En lo que tiene que ver con la 
particularidad en la apreciación de 
pruebas por parte de la Procuraduría 
General de la Nación, valga decir, 
que el régimen probatorio del proceso 
disciplinario sigue, para su 
elaboración teórica, los mismos 
lineamientos trazados por la 
jurisprudencia para los casos en los 
que se estudia el juicio probatorio 
frente a otros procesos, por eso se 
tendrá en cuenta que: “cuando un 
juez omite apreciar y evaluar pruebas 
que inciden de manera determinante 
en su decisión y profiere resolución 
judicial sin tenerlas en cuenta, incurre 
en vía de hecho y, por tanto, contra la 
providencia dictada procede la acción 
de tutela. La vía de hecho consiste en 
ese caso en la ruptura deliberada del 
equilibrio procesal, haciendo que, 
contra lo dispuesto en la 
Constitución y en los pertinentes 
ordenamientos legales, una de las 
partes quede en absoluta indefensión 
frente a las determinaciones que 
haya de adoptar el juez, en cuanto, 
aun existiendo pruebas a su favor 
que bien podrían resultar esenciales 
para su causa, son excluidas de 
antemano y la decisión judicial las 
ignora, fortaleciendo 
injustificadamente la posición 
contraria. Ello comporta una ruptura 
grave de la imparcialidad del juez y 
distorsiona el fallo, el cual -contra su 
misma esencia- no plasma un dictado 
de justicia sino que, por el contrario, 
la quebranta.”6 
 
DIFICULTADES EN LA 
VALORACIÓN PROBATORIA 
EN EL PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO 
 
ARTÍCULO 153. PRUEBA PARA 
SANCIONAR. El fallo sancionatorio 
sólo se proferirá cuando obre prueba 
que conduzca a la certeza sobre la 
existencia de la falta y de la 
responsabilidad del investigado. 
 
ARTÍCULO 156. APRECIACIÓN 
INTEGRAL DE LAS PRUEBAS. Las 
pruebas deberán apreciarse en 
conjunto, de acuerdo con las reglas 
de la sana crítica. 
 
ARTÍCULO 157. COMISIÓN PARA 
PRÁCTICA DE PRUEBAS. El 
funcionario instructor o el superior 
competente podrán comisionar para 
la práctica de pruebas a un oficial 
ubicado en unidad militar distinta de 
aquella en que se adelanta la 
investigación, así como a los 
funcionarios competentes de las 
Personerías y la Procuraduría. 
                                            
6
 Corte Constitucional.  Sentencia T-561 de 
2005.  M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra 
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En las diligencias de carácter 
disciplinario se podrán practicar 
pruebas en el exterior por conducto 
de los agregados militares, y en su 
defecto, de funcionarios al servicio de 
las misiones de Colombia en el 
exterior, de conformidad con las 
disposiciones legales sobre la 
materia. 
 
Para realizar las investigaciones se 
tendrá en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 98 de la ley 734 de 2002, 
referente a la utilización de medios 
técnicos para la práctica de pruebas y 
el desarrollo de la actuación procesal. 
 
ARTÍCULO 158. PRUEBA 
TRASLADADA. Las pruebas obrantes 
válidamente en un proceso, judicial o 
administrativo, podrán trasladarse al 
proceso disciplinario en copia simple; 
estas pruebas deberán ponerse en 
conocimiento de las partes para 
garantizar la contradicción de las 
mismas. 
 
Las normas citadas anteriormente 
son rectoras para realizar la 
valoración de la prueba tanto en el 
procedimiento ordinario como en el 
procedimiento abreviado.  Sin 
embargo, analizando el artículo 173 
de la Ley 836 de 2003, encontramos 
que la práctica de pruebas se realiza 
dentro de un plazo improrrogable de 
tres (3) días para posteriormente 
emitir fallo dentro de la respectiva 
investigación. 
 
Ello acarrea un plazo excesivamente 
corto pues si bien existe un amplio 
catálogo de faltas leves que se 
tramitan bajo el procedimiento 
abreviado, muchas de estas 
conductas precisan una investigación 
en la cual resulte insuficiente el plazo 
establecido para la práctica de 
pruebas. 
 
Así las cosas, un fallo sancionatorio 
sin material probatorio consistente 
llevaría a generar nulidades dentro de 
las respectivas investigaciones con 
base en las causales establecidas en 
el artículo 160 de la Ley 836 de 2003. 
 
El Régimen Disciplinario de las 
Fuerzas Militares -Ley 836 de 2003- 
consagra en el artículo 160 las 
causales de nulidad de manera 
expresa así:  
 
Artículo 160.- NULIDADES.  Son 
causales de nulidad las siguientes: 
 
1.- La falta de competencia del 
funcionario para proferir el fallo o 
tomar decisión de fondo. 
2.- La violación del derecho de 
defensa. 
3.- La existencia de irregularidades 
sustanciales que afecten del debido 
proceso 
4.- Violación al principio de jerarquía. 
 
Las nulidades pueden ser decretadas 
en cualquier estado de la actuación 
desde que se presentó la misma, y el 
funcionario de conocimiento 
decretará la nulidad total o parcial de 
lo actuado, desde el momento en que 
se presentó la causal, y ordenará que 
se reponga la actuación que dependa 
del acto declarado nulo para que se 
subsane lo afectado, conforme lo 
señala el artículo 161 ibídem. 
 
Es claro que cuando no obre prueba 
que conduzca a la certeza sobre la 
existencia de la falta y de la 
responsabilidad del investigado, 
estaremos frente a un fallo que no 
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estará ajustado a la ley, sino que 
además viciará de nulidad la 
investigación disciplinaria. 
 
Debemos tener en cuenta que la 
vigencia del derecho al debido 
proceso en el ámbito del derecho 
disciplinario se justifica entonces no 
sólo por el mandato constitucional 
expreso del artículo 29 Superior –
según el cual el debido proceso se 
aplicará a toda actuación judicial o 
administrativa-, sino también por 
tratarse de una manifestación del 
poder punitivo o sancionador del 
Estado.  La Corte ha explicado que si 
bien los diversos regímenes 
sancionadores tienen características 
en común, sus especificidades exigen 
un tratamiento diferencial que modula 
necesariamente el alcance y la forma 
de aplicación de las garantías 
constitucionales propias del debido 
proceso.  En esa medida, se precisa 
que las funciones y procedimientos 
disciplinarios tienen, según lo ha 
reconocido la Corte, naturaleza 
administrativa, “derivada de la 
materia sobre la cual trata -referente 
al incumplimiento de deberes 
administrativos en el ámbito de la 
administración pública-, de las 
autoridades de carácter 
administrativo encargadas de 
adelantarla, y de la clase de 
sanciones a imponer, así como de la 
forma de aplicarlas”.7 
 
En atención a la naturaleza 
administrativa, las garantías propias 
del debido proceso no cuentan en el 
proceso disciplinario con el mismo 
alcance que las que se aplican a las 
actuaciones desarrolladas por la 
                                            
7
 Corte Constitucional.  Sentencia T-561 de 
2005. 
justicia penal; según ha reconocido 
esta Corporación, “en el ámbito 
administrativo y, específicamente, en 
el derecho disciplinario, la 
jurisprudencia constitucional ha 
establecido que las garantías 
constitucionales inherentes al debido 
proceso, mutatis mutandi, se aplican 
a los procedimientos disciplinarios, 
dado que éstos constituyen una 
manifestación del poder punitivo del 
Estado. Sin embargo, su aplicación 
se modula para adecuar el ejercicio 
del poder disciplinario a la naturaleza 
y objeto del derecho disciplinario y, 
especialmente, al interés público y a 
los principios de moralidad, eficacia, 
economía y celeridad que informan la 
función administrativa” 
 
 
CONCLUSIONES 
 
Como pudimos observar, la 
valoración probatoria dentro del 
proceso disciplinario abreviado en las 
fuerzas militares, si bien busca la 
celeridad en la investigación de faltas 
leves, resulta insuficiente para 
garantizar el derecho a la defensa y 
el debido proceso pues para la 
práctica de pruebas establece un 
plazo muy corto que puede originar 
nulidades procesales. 
 
Igualmente, es amplio el desarrollo 
jurisprudencial y legal que blinda a la 
investigación disciplinaria en términos 
generales, y esos postulados, 
principios y normas muchas veces se 
desconocen cuándo se toman 
decisiones en fallos sin pruebas que 
conduzcan a la certeza de la 
ocurrencia de los hechos que se 
investigan. 
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Lo anterior compromete la labor de 
las Coordinaciones Jurídicas Militares 
en las diferentes unidades y de los 
Asesores Jurídicos para dar el trámite 
correspondiente a las investigaciones 
bajo dicho procedimiento. 
 
Es por esto que resulta importante 
para efectos procedimentales, 
realizar no solamente una correcta 
adecuación típica consistente en  
determinar si son actos del servicio; 
verificar en qué falta se acomoda la 
conducta; cuando se impute 
extralimitación funcional debe 
indicarse además del numeral y 
artículo que consagra la falta, qué 
disposiciones quebrantó el servidor 
de las Fuerzas Militares para que su 
conducta se considere constitutiva de 
vía de hecho, arbitraria y/o 
extralimitada; por cada conducta sólo 
debe inferirse una falta y no una 
multiplicidad de ellas, pues ello 
contraría el derecho de defensa y 
hace inespecífica la imputación de los 
cargos y, finalmente, debe hacerse 
comparación de las distintas normas 
sustantivas que han regulado la 
conducta disciplinaria de los militares 
durante los últimos tiempos, teniendo 
en cuenta la fecha de ocurrencia de 
la conducta, para aplicar, si es 
preciso, el principio de favorabilidad. 
 
Además de lo anterior, el operador 
disciplinario debe tener complementar 
la labor probatoria amparándose en el 
conocimiento de otras regulaciones 
normativas con base en la remisión 
que contempla la ley 836 de 2003 y el 
Código Disciplinario Único; ello para 
lograr consolidar un conocimiento 
eficaz para el manejo de las pruebas. 
 
Igualmente, debe tener claro los 
principios rectores del procedimiento 
disciplinario y extender la aplicación 
de los mismos a partir del derecho 
fundamental al debido proceso, esto 
es, marcar un norte desde el artículo 
29 de la Constitución Política, 
desarrollado ampliamente a través de 
la jurisprudencia, pues es un hecho 
que, sin pruebas o con unas mal 
recolectadas, no es posible tomar una 
decisión acertada. De allí la 
importancia de este tema. 
 
Hay que tener muy claro que como 
toda investigación que se aborda, la 
sociedad requiere que cualquier 
averiguación culmine con una 
conclusión que muestre lo que 
realmente ocurrió, es decir, la 
búsqueda de la verdad material, 
trascendiendo una simple verdad 
formal o procesal. 
 
Finalmente, y atreviéndonos a 
realizar una propuesta concreta, 
modificar los términos dentro del 
procedimiento disciplinario abreviado 
permitiría cumplir a cabalidad lo aquí 
analizado, garantizando los derechos 
del investigado y blindando el 
procedimiento frente a las 
consecuencias indicadas 
anteriormente. 
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